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CERTIORARI 
procedente del Tribunal 
de Primera, Sala de 
Bayamón. 
 
 
Civil Núm.: 
D AC2013-3117. 
 
 
Sobre:  
Procedimiento para forzar 
el cumplimiento de 
Resolución y Orden de la 
Oficina de Mediación y 
Adjudicación del 
Departamento del Trabajo 
bajo la modalidad de 
desacato. 

 
Panel integrado por su presidenta, la Jueza Jiménez Velázquez, la Jueza 
Domínguez Irizarry y la Jueza Romero García. 
 
Romero García, jueza ponente. 
 

SENTENCIA 
 

En San Juan, Puerto Rico, a 31 de agosto de 2016. 

La parte peticionaria instó el presente recurso de certiorari el 27 de 

junio de 2016.  En él, recurre de la determinación emitida el 19 de mayo 

de 2016, notificada el 26 de mayo de 2016, por el Tribunal de Primera 

Instancia, Sala de Bayamón.  Mediante esta, el tribunal ordenó al 

Departamento del Trabajo y Recursos Humanos restituirle a la Oficina del 

Comisionado de Seguros de Puerto Rico la suma de $11,053.36.  

Por los fundamentos que expondremos a continuación, expedimos 

el auto de certiorari, confirmamos la determinación recurrida y 

devolvemos, para la continuación de los procedimientos, cónsono con lo 

aquí resuelto.  

I. 

 El 25 de febrero de 2011, Luz Delia Vega de León (Sra. Vega), 

presentó una Querella ante la Oficina de Mediación y Adjudicación (OMA) 

del Departamento del Trabajo y Recursos Humanos (Departamento), 
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contra Cade Protection Services, Inc., CV7 Protection Services, Inc., y 

National Insurance Co. (National).  En síntesis, reclamó vacaciones y 

salarios adeudados. 

 El 24 de abril de 2012, la OMA cursó a las partes, por correo 

certificado, una Notificación de querella y vista administrativa.  A la vista 

compareció únicamente la Sra. Vega, acompañada de su representante 

legal, la Lic. Lourdes Morales Solís.  Continuado el trámite sumario, y ante 

la incomparecencia de la parte querellada, la OMA anotó la rebeldía sobre 

esta y declaró con lugar la Querella de la Sra. Vega.  Dicha Resolución y 

Orden fue emitida el 31 de enero de 2013, y notificada el 1 de febrero de 

2013. 

 No obstante ello, surge claramente de la Resolución y Orden que, 

el 20 de diciembre de 2012, National compareció ante la OMA1, y que 

dicha comparecencia fue cursada a la representante legal de la Sra. 

Vega, la Lic. Lourdes Morales Solís.  En esa comunicación, National 

informó a la OMA que, allá para el 25 de octubre de 2011, el Tribunal de 

Primera Instancia, Sala de San Juan, había emitido una orden para la 

liquidación de National.  Ello, en el caso Comisionado de Seguros de 

Puerto Rico v. National Insurance Company, civil núm. K AC2011-0517. 

 National consignó que la Orden de Liquidación dispuso un término 

de tres meses, contado a partir de la notificación de esta, para que las 

personas adversamente afectadas radicaran los reclamos que tuvieran 

contra National.  Asimismo, señaló que ello fue publicado en el periódico 

El Nuevo Día, el 3, 10 y 17 de noviembre de 2011.  Planteó que la Sra. 

Vega no presentó reclamación alguna durante el mencionado término, por 

lo que la reclamación notificada por la OMA a National fue denegada. 

 También se desprende de la Resolución y Orden de la OMA que, 

no obstante lo anterior, National apercibió a la representante legal de la 

querellante que esta tenía el derecho a solicitar la reconsideración dentro 

de los 30 días de la notificación de la determinación del Liquidador y que, 

                                                 
1
 Por conducto del Sr. Fernando L. Carbonell, Liquidador Auxiliar de National. 
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de no hacerlo, estaría impedida de recurrir posteriormente al Tribunal 

Supervisor.   

 A la luz de lo anterior, la OMA concluyó que carecía de jurisdicción 

sobre National, toda vez que existía una prohibición de tramitar pleitos 

contra dicha aseguradora.  Así pues, ordenó el cierre administrativo y 

el archivo de la Querella contra National.  Por otro lado, ordenó a las 

restantes partes querelladas compensar a la Sra. Vega. 

 Así las cosas, el 2 de diciembre de 2013, la parte peticionaria, por 

conducto de la Lic. Lourdes Morales Solís, instó una Demanda en 

representación de la Sra. Vega, y solicitó que el tribunal de instancia 

pusiera en vigor la mencionada Resolución y Orden.  Incluyó a National 

en el pleito, a pesar de que la OMA había archivado la Querella en cuanto 

a dicha parte, por falta de jurisdicción.   

Examinada la Demanda, el 18 de febrero de 2014, notificada el 24 

de febrero de 2014, el foro recurrido emitió una Sentencia y ordenó a la 

parte querellada-demandada pagar la cantidad de $11,052.06 a la Sra. 

Vega.  Dicha Sentencia fue notificada únicamente a la Lic. Lourdes 

Morales Solís. 

 Posteriormente, la parte peticionaria solicitó la ejecución de la 

Sentencia y, el 16 de abril de 2014, notificada el 5 de mayo de 2014, el 

tribunal primario declaró con lugar dicha solicitud y expidió el 

correspondiente mandamiento de ejecución de sentencia.  La Sentencia 

fue ejecutada el 28 de mayo de 2014, mediante el embargo de una 

cuenta de National y, el 6 de agosto de 2014, la Sra. Vega recibió el 

cheque correspondiente. 

 En lo atinente a la presente controversia, el 25 de marzo de 2015, 

el Comisionado de Seguros de Puerto Rico (Comisionado) compareció 

ante el foro recurrido, en su carácter de Liquidador de National, y 

presentó una Moción solicitando la restitución de los bienes ejecutados2.  

En síntesis, señaló que la Orden de Liquidación emitida en el caso civil 

                                                 
2
 Dicha parte presentó otra moción el 30 de julio de 2015; sin embargo, esta no obra en 

el apéndice del recurso ante nuestra consideración. 
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núm. K AC2011-0517 tuvo el efecto de paralizar todas las acciones contra 

National, por lo que lo que la ejecución de la Sentencia fue contraria a 

derecho.  Planteó que, según el Código de Seguros, todos los reclamos 

contra National se debían dilucidar dentro del procedimiento de 

liquidación.  

 El 2 de noviembre de 2015, la parte aquí peticionaria se opuso a la 

solicitud del Comisionado.  Recalcó que la Sentencia ejecutada advino 

final y firme, por lo que no procedía la restitución del dinero embargado.  

Además, arguyó que la solicitud del Comisionado había sido tardía. 

 El 23 de noviembre de 2015, el Comisionado presentó una réplica 

a la oposición de la parte peticionaria.  Esgrimió que su solicitud giraba en 

torno a la nulidad e ilegalidad del embargo de la cuenta de National, a la 

luz de la paralización de todas las acciones contra esta.  Articuló que, al 

ser el embargo una acción nula, no surtió efecto alguno, por lo que 

tampoco procedía el planteamiento de que su solicitud había sido tardía. 

 Presentadas varias mociones adicionales, en las que las partes 

reiteraron sus respectivas posturas, el tribunal de instancia emitió la 

Resolución y Orden impugnada ante nos.  Mediante esta, declaró con 

lugar la solicitud del Comisionado y ordenó al Departamento restituir la 

cantidad embargada a la Oficina del Comisionado de Seguros de Puerto 

Rico.  

Inconforme, la parte peticionaria instó el presente recurso y señaló 

los siguientes errores: 

ERRÓ EL HONORABLE TRIBUNAL DE PRIMERA 
INSTANCIA, AL CONCLUIR QUE EL DEPARTAMENTO 
DEL TRABAJO NO ACTUÓ DE BUENA FE AL NO 
INFORMAR AL TRIBUNAL DE PRIMERA INSTANCIA EL 
ESTADO DE LIQUIDACIÓN DE LA COMPAÑÍA DE FIANZA 
NATIONAL INSURANCE ANTES DE EMITIR LA 
SENTENCIA DEL CASO DAC 2013-3117[.] 
 
ERRÓ Y ACTUÓ DE FORMA ULTRA VIRES Y SIN 
JURISDICCIÓN EL HONORABLE TRIBUNAL DE PRIMERA 
INSTANCIA, AL ORDENAR RESETITUIR [sic] LOS BIENES 
EMBARGADOS A BASE DE UAN [sic] SENTENCIA 
V[Á]LIDA, FINAL Y FIRMELA [sic] CUA[L] NO HA SIDO 
APELADA NI DE LA CUAL SE SOLICIT[Ó] RELEVO DE 
SENTENCIA POR PARTE DEL COMISIONADO DE 
SEGUROS. 
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(Mayúsculas en el original; énfasis suprimido). 

 Al abordar el primer señalamiento de error, alegó que le 

correspondía al Comisionado notificar tanto a la parte querellante, así 

como a los distintos foros, del procedimiento de liquidación, pero no lo 

hizo.  En cuanto al segundo señalamiento de error, esgrimió que el 

Comisionado no utilizó los procedimientos civiles adecuados para 

impugnar la Sentencia oportunamente, y que esta advino final y firme. 

 El 8 de agosto de 2016, el Comisionado presentó su Alegato en 

Oposición.  En síntesis, reiteró que no procedía iniciar o mantener 

reclamaciones contra National, a la luz de que se había emitido una 

Orden de Liquidación, y que el foro recurrido actuó correctamente al 

resolver que procedía la restitución del dinero embargado. 

II. 

A. 

Distinto al recurso de apelación, el tribunal al que se recurre 

mediante certiorari tiene discreción para atender el asunto planteado, ya 

sea expidiendo el auto o denegándolo.  Véase, Rivera Figueroa v. Joe’s 

European Shop, 183 DPR 580, 596 (2011); García v. Padró, 165 DPR 

324, 334 (2005).  Así, pues, el certiorari es un recurso extraordinario cuya 

característica se asienta en “la discreción encomendada al tribunal revisor 

para autorizar su expedición y adjudicar sus méritos.”  IG Builders et al. v. 

BBVAPR, 185 DPR 307, 338 (2012). 

La discreción para entender en el recurso de certiorari no se ejerce 

en el vacío.  La Regla 40 del Reglamento de este Tribunal establece los 

criterios que debemos considerar al momento de ejercer nuestra facultad 

discrecional; a decir:   

A. Si el remedio y la disposición de la decisión recurrida, a 
diferencia de sus fundamentos, son contrarios a derecho.     
           
B. Si la situación de hechos planteada es la más indicada 
para el análisis del problema.           
  
C. Si ha mediado prejuicio, parcialidad o error craso y 
manifiesto en la apreciación de la prueba por el Tribunal de 
Primera Instancia.             
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D. Si el asunto planteado exige consideración más detenida 
a la luz de los autos originales, los cuales deberán ser 
elevados, o de alegatos más elaborados.           
 
E. Si la etapa del procedimiento en que se presenta el caso 
es la más propicia para su consideración.         
        
F. Si la expedición del auto o de la orden de mostrar causa 
no causan un fraccionamiento indebido del pleito y una 
dilación indeseable en la solución final del litigio.     
  
G. Si la expedición del auto o de la orden de mostrar causa 
evita un fracaso de la justicia.  

 
4 LPRA Ap. XXII-B, R. 40.  

 
Cual reiterado, este Tribunal no habrá de intervenir con el ejercicio 

de la discreción del Tribunal de Primera Instancia, salvo en “un craso 

abuso de discreción o que el tribunal [haya actuado] con prejuicio y 

parcialidad, o que se [haya equivocado] en la interpretación o aplicación 

de cualquier norma procesal o de derecho sustantivo, y que nuestra 

intervención en esa etapa evitará un perjuicio sustancial.”  Lluch v. 

España Service, 117 DPR 729, 745 (1986).  Lo anterior le impone a este 

Tribunal la obligación de ejercer prudentemente su juicio al intervenir con 

el discernimiento del foro de instancia.  Torres Martínez v. Torres 

Ghigliotty, 175 DPR 83, 97 (2008). 

B. 

 “[E]l negocio de seguros está revestido de un alto interés público, 

debido a su importancia, complejidad y efecto en la economía y la 

sociedad, razón por la cual ha sido ampliamente reglamentado por el 

Estado”.  Maderas Tratadas v. Sun Alliance et al., 185 DPR 880, 896 

(2012).  Por su parte, la Ley Núm. 77 de 19 de junio de 1957, según 

enmendada, mejor conocida como el Código de Seguros de Puerto Rico 

(Código de Seguros), 26 LPRA sec. 101 et seq., “es el cuerpo legislativo 

que se encarga de regular la industria de seguros en Puerto Rico”.  S.L.G. 

Ortiz-Alvarado v. Great American, 182 DPR 48, 71 (2011). 

 En lo pertinente a la presente controversia,  

[...] el Capítulo 40 del Código de Seguros, provee la 
reglamentación que guía los procedimientos cuando una 
aseguradora adviene en estado de insolvencia, para, de ser 
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posible, lograr su rehabilitación, o en caso contrario, iniciar 
su procedimiento de liquidación.  26 LPRA sec. 4001. 

 
San José Realty, S.E. v. El Fénix de P.R., 157 DPR 427, 436 (2002). 

 El procedimiento de liquidación se inicia a partir de una orden de 

liquidación emitida por un tribunal competente.  Id., a la pág. 437.  “En esa 

orden se designa como liquidador al Comisionado de Seguros, quien 

toma posesión inmediata de los activos de la compañía y los administra 

bajo la supervisión de dicho tribunal”.  Id.  Los poderes del Comisionado 

están descritos en los Arts. 40.050, 40.150 (1) y 40.180 del Código de 

Seguros, 26 LPRA secs. 4005, 4015 (1) y 4018, y facultan a este a 

realizar las acciones necesarias para conservar los activos de la 

aseguradora.  San José Realty, S.E. v. El Fénix de P.R., 157 DPR, a la 

pág. 437. 

 De otra parte, los pleitos pendientes contra un asegurador en 

liquidación deben ser desestimados y remitidos al foro administrativo del 

procedimiento de liquidación.  Id., a la pág. 441.  Como norma general, 

“una vez un tribunal declara insolvente a una compañía aseguradora, y 

comienza un procedimiento de liquidación todas las reclamaciones contra 

la aseguradora deben consolidarse en un solo foro [...]”.  Id., a la pág. 

442. 

 La consolidación persigue evitar y prevenir que una parte obtenga 

algún tipo de preferencia, sentencia, embargo o privilegio, en detrimento 

del resto de los acreedores.  Id.  También, fomenta la adjudicación 

ordenada y equitativa de los reclamos, e impide la disipación innecesaria 

de los activos de la compañía insolvente, que surgirían si el Comisionado 

de seguros tuviese que defenderse de acciones aisladas en distintos 

foros.  Id., a las págs. 442-443.  

 Por último, precisa señalar que el Art. 40.520 del Código de 

Seguros, establece claramente que:  

Mientras esté pendiente en Puerto Rico o en cualquier otro 
estado un procedimiento de liquidación, denominado de esta 
manera o no, no se comenzará o se mantendrá en Puerto 
Rico ninguna acción o procedimiento de la naturaleza de un 
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embargo, incautación o mandamiento de ejecución 
contra el asegurador o su activo. 

 
26 LPRA sec. 4052.  (Énfasis nuestro).  

III. 

Cual señalado, la discreción para entender en el recurso de 

certiorari no se ejerce en el vacío, por lo que la Regla 40 del Reglamento 

de este Tribunal establece los criterios que debemos considerar al 

momento de ejercer nuestra facultad discrecional.  Así las cosas, 

acogemos el presente recurso para reiterar que el remedio provisto por el 

tribunal de instancia es cónsono con el derecho aplicable. 

En su primer señalamiento de error, la parte peticionaria adujo que 

el tribunal de instancia incidió al concluir que actuó de mala fe, al no 

informar que National estaba en un procedimiento de liquidación.  No le 

asiste la razón. 

 Surge de la Resolución y Orden emitida por la OMA que, el 20 de 

diciembre de 2012, National compareció ante la OMA por conducto de su 

Liquidador Auxiliar, y que dicha comparecencia fue cursada a la 

representante legal de la Sra. Vega, la Lic. Lourdes Morales Solís.  

Mediante esta, National informó a la OMA que, allá para el 25 de octubre 

de 2011, el Tribunal de Primera Instancia, Sala de San Juan, había 

emitido una orden para la liquidación de National.   

A la luz de lo anterior, la OMA concluyó que carecía de jurisdicción 

sobre National, toda vez que existía una prohibición de tramitar pleitos 

contra dicha aseguradora.  Así pues, ordenó el cierre administrativo y el 

archivo de la Querella contra National.  Por otro lado, ordenó a las 

restantes partes querelladas compensar a la Sra. Vega. 

 Por tanto, es forzoso concluir que tanto la parte querellante-

peticionaria, así como su representante legal, sabía o debía haber sabido, 

que no procedía incluir a National en su Demanda para forzar el 

cumplimiento de lo determinado por la OMA.  En primer lugar, a la luz de 

la prohibición de tramitar pleitos contra National.  Por otro, ya que no 
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existía determinación alguna contra National, toda vez que la OMA había 

ordenado el archivo de la Querella en cuanto a dicha parte. 

 En su segundo señalamiento de error, la parte peticionaria arguyó 

que el tribunal de instancia erró al ordenar al Departamento del Trabajo y 

Recursos Humanos restituir los bienes embargados, ya que la Sentencia 

había advenido final y firme.  Tampoco le asiste la razón. 

El procedimiento de liquidación se inicia a partir de una orden de 

liquidación emitida por un tribunal competente; ello paraliza los 

procedimientos contra la aseguradora.  Así pues, una vez un tribunal 

declara insolvente a una compañía aseguradora y comienza un 

procedimiento de liquidación, todas las reclamaciones contra la 

aseguradora deben consolidarse en un solo foro.  La consolidación 

persigue evitar y prevenir que una parte obtenga algún tipo de 

preferencia, sentencia, embargo o privilegio, en detrimento del resto de 

los acreedores.    

De otra parte, en la orden de paralización se designa como 

liquidador al Comisionado de Seguros, quien toma posesión inmediata de 

los activos de la compañía y los administra bajo la supervisión de dicho 

tribunal.  Con referencia a la presente controversia, el Comisionado de 

Seguros, como liquidador de National, ostenta amplias facultades para 

preservar los activos de la mencionada aseguradora, así como para 

tramitar las acciones necesarias para ello.   

Es precisamente al amparo de sus facultades como liquidador que 

el Comisionado solicitó, correctamente, que el Departamento restituyera 

el dinero embargado erróneamente.  Es evidente que dicho embargo se 

realizó en contravención a lo dispuesto tanto en la propia Resolución y 

Orden de la OMA, así como en el Código de Seguros. 

El Código de Seguros es claro a los efectos de que, mientras esté 

pendiente en Puerto Rico, o en cualquier otro estado, un procedimiento 

de liquidación, denominado de esta manera o no, no se comenzará o se 

mantendrá en Puerto Rico ninguna acción o procedimiento de la 
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naturaleza de un embargo, incautación o mandamiento de ejecución 

contra el asegurador o su activo.     

Consecuentemente, resolvemos que el tribunal de instancia actuó 

correctamente al ordenar la restitución del dinero embargado, por lo que 

procede confirmar la determinación recurrida.      

IV. 

Por las razones antes expuestas, expedimos el auto de certiorari y  

confirmamos la determinación emitida el 19 de mayo de 2016, notificada 

el 26 de mayo de 2016, por el Tribunal de Primera Instancia, Sala de 

Bayamón, y devolvemos el asunto para la continuación de los 

procedimientos, tan pronto el foro primario reciba el correspondiente 

mandato, cónsono con lo aquí resuelto.   

Notifíquese inmediatamente. 

Lo acordó y manda el Tribunal, y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 
 

     Dimarie Alicea Lozada 
          Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

 


